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Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 31de agosto de 2016. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Sr. Jaime L. Vega 

Figueroa (en adelante la parte apelante) mediante el recurso de 

apelación de epígrafe y nos solicita que revoquemos una Sentencia 

Sumaria dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Arecibo (en adelante TPI) el 11 de febrero del 2016, 

archivada en autos el 18 del mismo mes y año. El 23 de febrero de 

2016 la Secretaría del TPI dictó notificación enmendada de la 

sentencia. 

El 9 de marzo de 2016 la parte apelante presentó ante el TPI 

una Moción de Reconsideración. El 21 de marzo de 2016, notificada 

el 29 de marzo siguiente, el foro de instancia dictó Resolución 

declarando No Ha Lugar dicha moción.  

Por las razones que expondremos a continuación se revoca la 

sentencia apelada. 

I. 

El caso ante nuestra consideración se inicia con una 

solicitud de permiso de construcción que presentó QMC Telecom 
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(en adelante QMC) el 20 de mayo de 2015, ante la Oficina General 

de Permisos (en adelante OGPe). Dicha solicitud contemplaba la 

construcción de una torre de telecomunicaciones a ser ubicada en 

la Carretera núm. 2, Kilómetro 56.2, interior, Sector Trinidad, 

Barrio Florida del Municipio de Barceloneta. El 11 de junio de 

2015 QMC por conducto de AW Solutions solicitó el endoso del 

permiso de construcción al Municipio de Barceloneta, (en adelante 

el Municipio). El 17 de junio de 2015 el Municipio endosó el 

proyecto. El 18 de junio varios residentes de la comunidad fueron 

notificados por parte de la apelada sobre la instalación de la torre.  

Posteriormente, los apelantes y el Municipio alegadamente se 

percatan de que la torre iba a ser construida en una ubicación 

distinta a la endosada. Ante esta situación, se alega que el 24 de 

junio de 2015 varios vecinos presentaron una querella ante la 

OGPe (caso núm. 2015-SRQ-083773). El permiso de construcción 

fue expedido el 9 de julio de 2015 sin que la querella fuese 

atendida.  

El 5 de octubre de 2015 los aquí apelantes presentaron ante 

el TPI una demanda de interdicto preliminar y permanente, y 

sentencia declaratoria. Por su parte, el Municipio presentó una 

Solicitud de Intervención al Amparo de la Regla 21 de Procedimiento 

Civil. La intervención fue aceptada por el TPI mediante orden 

dictada el 13 de octubre de 2015.  

Celebrada la vista de interdicto preliminar, el TPI resolvió 

que el interdicto no procedía ya que “entiende que no tiene nada 

que adjudicar y es especulativo a este momento”. A esos efectos se 

desestimó el interdicto mediante Sentencia Parcial dictada el 1 de 

diciembre de 2015.1 También consignó en dicha Sentencia Parcial 

y Resolución como un hecho que la torre estaba terminada y que 

                                                 
1 La Sentencia Parcial no cumple con las disposiciones de la Regla 43.5 de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 43.5. La misma se notificó el 4 de 

diciembre de 2015. 
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las partes podían presentar un recurso ordinario de Sentencia 

Declaratoria por lo que la demanda continuaría tramitándose en 

cuanto a esta causa de acción. El 18 de diciembre de 2015 se dictó 

Sentencia Parcial enmendada a los efectos de aclarar el nombre de 

los representantes legales.2  

El 12 de noviembre de 2015 la OGPe presentó una moción 

de desestimación alegando que el permiso fue otorgado en 

cumplimiento con todos los requisitos de ley. Posteriormente, QMC 

presentó una moción de desestimación por falta de jurisdicción.  

Atendidas ambas mociones, el 11 de febrero del 2016 el TPI 

dictó Sentencia declarando Ha Lugar la moción de desestimación 

presentada por QMC. Dicho foro concluyó lo siguiente:  

… 
La demanda de epígrafe se presentó, en esencia, 

para solicitar la revocación de unos permisos 
otorgados por la OGPe para la construcción de unas 
torres de comunicaciones. De la documentación que 
obra en autos, se desprende que se presentó querella 
ante la OGPe, con fecha de 24 de junio de 2015, de 
parte de “Vecinos Sector Trinidad, Bo Florida Afuera, 
Barceloneta”, según titulada, donde expresaron su 
oposición a la construcción, instalación y ubicación de 
Torre de Comunicaciones; indicando que estaban en 
desacuerdo con dicha construcción. Al momento de 
presentar la demanda no se había emitido 
determinación de la misma, la cual fue archivada el 
13 de octubre de 2015. De dicha determinación, las 
partes no recurrieron al Tribunal Apelativo, según 
establecido en la Ley.  

El permiso que se pretende impugnar por este 
medio fue expedido el 9 de julio de 2015, tampoco 
surge que la parte demandante haya recurrido al 
Tribunal Apelativo para solicitar la revisión de esta 

decisión administrativa; según lo establece el Art. 13.1 
de la Ley 161, supra, según enmendado; los cuales 
tenían 30 días naturales para presentar su recurso de 
revisión, termino de carácter jurisdiccional.  

En vista celebrada el 15 de octubre de 2015, 
este Tribunal determinó que, según lo manifestado por 
las partes, no se evidencia un daño inminente sobre 
las partes; por lo que, la excepción que provee la Ley 
161, supra, para cuestionar los permisos finales 
expedidos por la OGPe no se puede invocar. Hay que 
recordar que un permiso final y firme goza de una 
presunción de corrección y validez. 

No entraremos discutir los méritos de la moción 
de desestimación de la codemandada, OGPe, ya que 
habiéndonos declarado sin jurisdicción resultaría 
académico entrar a discutir la misma. 

                                                 
2 La sentencia parcial enmendada se notificó el 29 de diciembre de 2015 sin 
incluir los criterios de la Regla 43.5 de Procedimiento Civil, supra. 
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IV 
 

A tenor con lo antes expuesto, se declara HA 
LUGAR la moción de desestimación presentada por la 
codemandada, QMC.  

En consecuencia, este Tribunal se declara sin 
jurisdicción para atender la presente reclamación por 
los demandantes no haber agotado los remedios 
administrativos y no haber dado cumplimiento al Art. 
13.1 de la Ley 161 del 2009, según enmendada, el 
cual otorga un término jurisdiccional para recurrir al 
Tribunal Apelativo ante una resolución emitida por la 
OGPe; por lo que, se desestima la demanda de 
epígrafe en su totalidad.  

… [Énfasis en el original][Subrayado nuestro] 
 

La Sentencia se archivó en autos el 18 de febrero de 2016. 

Posteriormente, el 23 de febrero la Secretaría dictó notificación 

enmendada de la Sentencia por falta de las páginas pares.  

El 9 de marzo de 2016 la parte apelante presentó ante el TPI 

una Moción de Reconsideración. El 21 de marzo de 2016, notificada 

el 29 de marzo siguiente, el foro de instancia dictó Resolución 

declarando No Ha Lugar dicha moción. En la misma dicho foro se 

reiteró en su posición e indicó que: “… según lo manifestado por 

las partes, no se evidencia un daño inminente sobre las partes por 

lo que la excepción que provee la Ley 161 de 2009, según 

enmendada, … no se puede invocar. […].” 

Inconforme con este resultado, los apelantes acudieron ante 

este foro apelativo imputándole al foro de instancia la comisión de 

los siguientes señalamientos de error: 

ERRO EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 
AL DESESTIMAR LA DEMANDA, SIN CELEBRAR 
VISTA EVIDENCIARIA PRIVANDO DE SU DIA EN 
CORTE A LOS APELANTES Y VIOLANDO EL DEBIDO 
PROCESO DE LEY A PESAR QUE NO EXISTIA OTRO 
REMEDIO ADECUADO EN LEY PARA ELLO. 

 
ERRO EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

AL DESESTIMAR LA DEMANDA DE LA PARTE 
APELANTE AL DECLARARSE SIN JURISDICCION AL 
INDICAR QUE LOS APELANTES NO HABIAN 
AGOTADO REMEDIOS ADMINISTRATIVOS 
CONFORME AL ARTICULO 13.1 DE LA LEY 161 DE 
2009, EXPRESANDO QUE ESTA DISPOSICION 
CONCEDE UN TERMINO JURISDICCIONAL PARA 
ACUDIR AL TRIBUNAL APELATIVO EN 
RESOLUCIONES EMITIDAS POR LA OGPE. 

  



 
 

 
KLAN201600569    

 

5 

Recibidos los alegatos en oposición presentados por QMC y 

la OGPe, evaluamos los escritos de todas las partes y la prueba 

documental acompañada, por lo que estamos en posición de 

resolver el  recurso.   

II. 

Resumidos los hechos que originan la presente controversia, 

examinemos el derecho aplicable. 

Los tribunales deben examinar con prioridad si poseen 

jurisdicción en un pleito y podrán hacerlo motu proprio sin que ello 

sea llamado ante su atención por parte alguna, Ponce Federal Bank 

v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 309 (2001). Cuando un tribunal 

entienda que no tiene jurisdicción sobre la materia del litigio en 

cuestión procederá a desestimar la reclamación. Así lo expone la 

Regla 10.8 inciso (c) de Procedimiento Civil 32 LPRA, Ap. V, R. 10.8 

que establece que:  “...(c) Siempre que surja, por indicación de las 

partes o de algún otro modo, que el tribunal carece de jurisdicción 

sobre la materia, este desestimará el pleito.”   

Por otro lado, entre las normas existentes de autolimitación 

judicial se encuentra la doctrina de jurisdicción primaria y la 

doctrina de agotamiento de remedios administrativos. El fin de 

estas limitaciones jurisdiccionales es el asegurar una mayor 

eficacia y rapidez en los procedimientos administrativos, mantener 

un adecuado balance y distribución de poder y tareas entre el 

poder judicial y las agencias administrativas, y evitar una 

intervención judicial innecesaria y a destiempo. Delgado Rodríguez 

v. Nazario de Ferrer, 121 DPR 347, 354-355 (1988); Vélez Ramírez 

v. Romero Barceló, 112 DPR 716, 722-723 (1982). La doctrina de 

jurisdicción primaria no tiene que ver con el momento o la ocasión 

de la revisión judicial, más bien ayuda a los tribunales a 

determinar qué organismo debe hacer una determinación inicial 

del asunto en controversia. Gracia Ortiz v. Policía de PR, 140 DPR 
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247, 251 (1996); Vega v. J. Pérez & Cía, Inc., 135 DPR 746, 758 

(1994); Vélez Ramírez v. Romero Barceló, 112 DPR 716, 722 (1982). 

La jurisdicción primaria trata sobre quién posee la facultad inicial 

de adjudicar y entender en el asunto. Es decir, hay que determinar 

si la acción debe ser presentada ante la agencia concernida o ante 

el tribunal. La doctrina de jurisdicción primaria se refiere a si el 

organismo administrativo o los tribunales tienen jurisdicción 

original de adjudicar y atender la reclamación. Esto es, si la acción 

debe ser presentada ante la agencia o ante el tribunal de primera 

instancia. Ortiz Rivera v. Panel sobre el FEI, 155 DPR 219, 242-243 

(2001); Aguilú Delgado v. P.R. Parking System, 122 DPR 261, 266 

(1988). En términos prácticos, la doctrina de jurisdicción primaria 

exige que los tribunales emprendan la tarea de examinar los 

alcances de la ley habilitadora de una agencia, y determinar si el 

asunto cae estrictamente dentro del ámbito judicial; asimismo les 

exige que ponderen y determinen si es imprescindible y necesario 

que se resuelva a favor de que intervenga inicialmente la agencia. 

Demetrio Fernández, Derecho Administrativo y Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Colombia, Editorial 

Forum, 1993, a la pág. 443.  

Existen dos vertientes en la doctrina de jurisdicción 

primaria, la jurisdicción primaria exclusiva y la jurisdicción 

primaria concurrente. La jurisdicción primaria exclusiva surge 

cuando por mandato de ley se especifica si es la agencia 

administrativa la que tiene la jurisdicción exclusiva sobre el asunto 

en controversia o lo son los tribunales. Mun. Arecibo v. Mun. 

Quebradillas, 161 DPR 109, 114 (2004); Junta Directores Cond. 

Montebello v. Fernández, 136 DPR 223, 233 (1994); Paoli Méndez v. 

Rodríguez, 138 DPR 449, 469 (1995); Colón v. Méndez, Depto. 

Recursos Naturales, 130 DPR 433, 442 (1992). Mientras, la 

jurisdicción primaria concurrente reconoce la existencia de una 
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jurisdicción concurrente entre el foro administrativo y el foro 

judicial. Sin embargo, de ordinario el foro judicial no ejerce 

jurisdicción en el asunto y permite que la agencia ejerza su 

jurisdicción ya que esta es la entidad que tiene el conocimiento 

técnico necesario para entender en el asunto en controversia. Paoli 

Méndez v. Rodríguez, supra, a la pág. 469; Colón v. Méndez, Depto. 

Recursos Naturales, supra, a la pág. 442; Aguilú Delgado v. P.R. 

Parking System, 122 DPR 261, 266 (1988).  

Se han aducido diversas razones para justificar la deferencia 

a la agencia administrativa en casos de jurisdicción concurrente, 

entre ellos, la destreza o pericia de la agencia, la prontitud usual 

del proceso de decisión, el uso de técnicas de adjudicación más 

flexibles y muchas otras. Conforme a esa doctrina, el foro judicial 

se abstiene de ejercer su jurisdicción permitiendo a la agencia o 

foro administrativo ejercer primariamente la suya por ser del 

criterio que es el foro administrativo el más apropiado para 

entender en el asunto en controversia. Asoc. de Pescadores de 

Punta Figueras, Inc. v. Marina de Puerto del Rey, Inc., 155 DPR 906, 

920-921 (2002).  

A. 

Otra de las doctrinas de abstención judicial en este campo 

del derecho es la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos. Asoc. de Pescadores de Punta Figueras, Inc. v. 

Marina de Puerto del Rey, Inc., supra, a las págs. 579-580. 

Mediante la misma, “los tribunales discrecionalmente se abstienen 

de revisar una actuación de una agencia hasta tanto la persona 

afectada agota todos los remedios administrativos disponibles, de 

forma tal que la decisión administrativa refleje la posición final de 

la entidad estatal.” Procuradora del Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 

35 (2004).  
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Aunque de aparente similitud, la doctrina de agotamiento de 

remedios administrativos no debe confundirse con la doctrina de 

jurisdicción primaria. ELA v. 12,974.78 metros cuadrados, 90 DPR 

506, 513 (1964). La distinción entre ambas figuras estriba en que 

la doctrina de jurisdicción primaria, determina qué organismo debe 

hacer la determinación inicial de atender la reclamación. En tanto, 

que la doctrina de agotamiento de remedios, determina cuándo es 

el momento apropiado para que los tribunales intervengan con una 

controversia que haya sido previamente sometida a la atención de 

una agencia administrativa. Mun. de San Juan v. Bosque Real S.E., 

158 DPR 743, 771-772 (2003); Guzmán Cotto v. ELA, 156 DPR 693, 

712 (2002). Sobre el particular, el Tribunal Supremo ha señalado 

en el caso Guzmán Cotto v. ELA, supra, a la pág. 712, lo siguiente: 

“En conformidad con ello, esta (la doctrina de agotamiento de 

remedios) se aplica en casos en los cuales, una parte, que instó o 

tiene pendiente alguna acción ante la consideración de una 

agencia o ente administrativo, recurre al foro judicial sin antes 

haber completado todo el trámite administrativo disponible. (Citas 

omitidas)”. Lo que implica pues, que al amparo de la misma, se 

tienda a cuestionar la procedencia de una acción judicial instada 

por una parte, que acudió en primera instancia a un organismo 

administrativo, y que luego, sin antes esperar a que finalicen tales 

trámites o a que se le concedan los remedios administrativos 

correspondientes, se desvía de tal cauce recurriendo, al mismo 

tiempo, ante el tribunal, en busca de aquel remedio que dejó 

pendiente de adjudicación ante la agencia pertinente.    

Conforme a lo anterior, la doctrina de agotamientos de 

remedios presupone la existencia de un procedimiento 

administrativo que comenzó, pero que no se ha culminado porque 

la parte concernida comparece al foro judicial antes de que se 

terminase el procedimiento administrativo referido. Junta 
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Examinadora de Tecnólogos Médicos v. Elías, Et. Al, 144 DPR 483, 

492 (1997).  

B. 

Por otro lado, el recurso extraordinario de injunction o 

interdicto está reglamentado por la Regla 57 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 57, y por los Artículos 675 al 687 del 

Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA secs. 3521 al 3533, 

respectivamente. En términos generales, dicho recurso va dirigido 

a prohibir o a ordenar la ejecución de algún acto determinado con 

el fin de evitar causar perjuicios inminentes o daños irreparables a 

alguna persona. Siendo un recurso extraordinario, los tribunales 

solamente pueden expedir un injunction en aquellos casos en que 

no hay otro remedio adecuado en el curso ordinario de la ley. ELA 

v. Asociación de Auditores, 147 DPR 669 (1999). Además, para que 

se emita un injunction debe existir un agravio de patente 

intensidad al derecho del individuo que reclame urgente 

reparación. Com. Pro Perm. de la Bda. Morales v. Alcalde, 158 DPR 

195, 205 (2002); Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. del Rey, supra, 

Mun. de Loíza v. Sucns. Suarez, 154 DPR 333 (2001).  

Ahora bien, en nuestro ordenamiento jurídico se reconocen 

dos clases de injunction, a saber: el permanente y el preliminar. En 

el caso del injunction permanente se requiere la celebración de una 

vista. Mun. de Loíza v. Sucs. Suárez, supra. Por tal razón, después 

del juicio en sus méritos y antes de emitir el recurso de injunction 

permanente, los tribunales de primera instancia deben considerar 

los siguientes factores: (1) si el demandante ha prevalecido o puede 

prevalecer en un juicio en sus méritos; (2) si el demandante tiene 

algún otro remedio adecuado en ley o si el injunction es el único 

recurso disponible para vindicar su derecho; (3) el interés público 

presente o afectado por el pleito; y (4) el balance de equidades 

entre todas las partes en litigio. David Rivé, Recursos 
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Extraordinarios, 2da Edición Revisada, Programa de Educación 

Jurídica Continuada, Facultad de Derecho Universidad 

Interamericana de Puerto Rico, 1996, San Juan, PR, págs. 44-45.    

Respecto a la segunda clase, el injunction preliminar es aquel 

que se emite en cualquier momento antes del juicio en su fondo, 

luego de haberse celebrado una vista en la que se discuten los 

méritos de tal solicitud. David Rivé, supra, a la pág. 21. En esta 

clase de remedio extraordinario, la concesión de un injunction 

preliminar dentro de una petición de injunction permanente no 

tiene otro propósito que mantener el status quo hasta que se 

celebre el juicio en sus méritos. Esto para que no se produzca una 

situación que convierta en académica la sentencia que finalmente 

se dicte al atender la petición de injunction permanente, o se le 

ocasionen daños de mayor consideración al peticionario mientras 

perdura el litigio. Rullán v. Fas Alzamora, 166 DPR 742 (2006); 

Misión Ind. P.R. v. J.P. y AAA, 142 DPR 656 (1997).    

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha insistido en que 

antes de expedir el injunction, ya sea preliminar o permanente, los 

tribunales deben considerar la existencia de algún otro remedio 

eficaz, completo y adecuado en ley. De existir, entonces no se 

considerará el daño como irreparable. Pérez Vda. Muñiz v. Criado, 

155 DPR 355 (2000), citando a A.P.P.R. v. Tribunal Superior, 103 

DPR 903 (1975). A esos efectos, se estiman remedios legales 

adecuados aquellos que pueden otorgarse en una acción por daños 

y perjuicios, en una acción criminal o en cualquiera otra 

disponible. Misión Ind. P.R. v. J.P. y AAA, 142 DPR 656, 681 

(1997). En otras palabras, el daño irreparable que justifica la 

concesión del remedio de injunction es aquel que no puede ser 

satisfecho mediante la utilización de los remedios legales 

disponibles, y no puede ser apreciado con certeza, ni debidamente 
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compensado por cualquier indemnización que pudiera recobrarse 

en un pleito en ley. Id.    

Es de todos conocido que la concesión de un injunction 

descansa en el ejercicio de la sana discreción judicial que se 

ejercerá ponderando las necesidades, y los intereses de todas las 

partes involucradas en la controversia. Mun. de Ponce v. 

Gobernador, 136 DPR 776 (1994). Toda vez que este es un remedio 

que en el procedimiento ordinario no se obtiene hasta que se vence 

en el juicio plenario, debe expedirse con sobriedad y solo ante la 

demostración de una clara e intensa violación de un derecho. ARPe 

v. Tribunal Superior, 103 DPR 903, 906 (1975).  

Ordinariamente, “[l]a vista sobre el injunction preliminar no 

es un juicio en los méritos.” Por tal razón, las partes pueden 

presentar pruebas, sin tener que atenerse a los parámetros de las 

reglas de evidencia, siempre y cuando la misma pueda llevar al 

juzgador de hechos a determinar si el peticionario tiene derecho al 

remedio que reclama. Rivé Rivera, supra, a la pág. 37.  

Sin embargo, la Regla 57.1 (b) de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, supra, dispone, en su parte pertinente, que  “[a]ntes o 

después de comenzada la vista para considerar una solicitud de 

injunction preliminar el tribunal podrá ordenar que el juicio en sus 

méritos se consolide con dicha vista.  Aun cuando no se ordene la 

consolidación, cualquier evidencia que sea admitida en la vista 

sobre la solicitud de injunction preliminar y que sea admisible en el 

juicio en sus méritos, pasará a formar parte del récord del caso y 

no tendrá que presentarse nuevamente el día del juicio.” En otras 

palabras, la Regla 57.1 (b) de Procedimiento Civil autoriza al 

tribunal de instancia a consolidar la vista de injunction preliminar 

con el juicio en sus méritos. Esta facultad del TPI ha sido 

reconocida por nuestro Tribunal Supremo, al punto de declarar 

que procede conceder el remedio de injunction, aun sin la 
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celebración de la vista evidenciaria, si se prueba que la 

controversia ante el TPI es una de estricto derecho, y a ello no se 

opone la parte adversa. Torres Ponce v. Jiménez, 113 DPR 58, 60-

61 (1982); Mc Crillis v. Aut. Navieras de P.R., 123 DPR 113, 125 

(1989).       

En fin, el injunction es un remedio extraordinario que se 

caracteriza por ir dirigido a evitar un daño inminente o a 

restablecer el régimen de la ley por conducta opresiva, ilegal o 

violenta del transgresor del orden jurídico. Peña v. Federación de 

Esgrima de P.R., 108 DPR 147 (1978). Ya que el injunction es un 

remedio dinámico sobre el cual los tribunales siempre conservan 

su jurisdicción, y a su vez el recurso apropiado para hacer valer las 

obligaciones de las agencias, es evidente que las personas 

afectadas pueden acudir ante los tribunales obviando el foro 

administrativo. Asoc. Pesc. Pta. Figueras v. Pto. Del Rey, supra. 

C. 

Por otra parte, una moción de desestimación al amparo de la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, requiere 

que el tribunal evalúe si la parte demandante debe proceder a 

presentar prueba que sustente su reclamación. Acoger 

favorablemente una moción de desestimación, al amparo de dicha 

regla, implica que el tribunal entiende que aun considerando como 

ciertas las alegaciones de la demanda, la parte demandante no 

tiene derecho a remedio alguno bajo aquellos hechos que pueda 

probar en su día. Perfect Clearing Service v. Centro Cardiovascular 

de Puerto Rico, 172 DPR 139 (2007); Rosario v. Toyota, 166 DPR 1 

(2005).    

Ante una moción de desestimación bajo la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, supra, la demanda y sus alegaciones han de 

ser consideradas por el tribunal lo más liberalmente posible a favor 

de la parte demandante. El tribunal que evalúa la moción de 
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desestimación debe concederle a la parte demandante el beneficio 

de toda inferencia posible que pueda surgir de la demanda. No se 

determinará si el demandante prevalecerá finalmente en el pleito, 

sino si el demandante tiene o no derecho a continuar con su caso. 

José Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2 ed., 

Publicaciones JTS, 2011, T. II, págs. 270-272; R. Hernández Colón, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico, LexisNexis de Puerto Rico, San 

Juan, 5ta Ed., 2010, pág. 268.  

D. 

El 6 de junio de 2000 se aprobó la Ley núm. 89-2000, mejor 

conocida como la Ley sobre la Construcción, Instalación y 

Ubicación de Torres de Telecomunicaciones en Puerto Rico, según 

enmendada, 27 LPRA sec. 321 et seq., (Ley núm. 89-2000). El 

propósito de dicha legislación fue garantizar la construcción e 

instalación de torres de telecomunicaciones para que esas 

actividades se realicen de forma ordenada. Igualmente, la Ley 

núm. 89-2000 intenta establecer un balance entre los intereses de 

la ciudadanía y el desarrollo de las áreas residenciales. A esos 

efectos, en su Exposición de Motivos se plasmó lo siguiente:  

… 

La proliferación de torres que albergan antenas 
de transmisión en la Isla, a raíz de la 
desreglamentación federal y el advenimiento de 
nuevas compañías de telecomunicaciones al mercado 
local, requieren atención inmediata. La estética, 
seguridad y salud de nuestras comunidades son 
elementos de gran envergadura y de absoluta 
necesidad de protección para la Asamblea 
Legislativa. Es por tanto, que en vías de llevar un 
desarrollo ordenado en una Isla de limitada extensión 
territorial y reconociendo la necesidad de contar con 
los avances tecnológicos que proveen las 
telecomunicaciones, es necesario armonizar estos 
intereses. 

… [Énfasis Nuestro] 

 
En lo aquí pertinente, el Artículo 8 de la Ley núm. 89-2000, 

27 LPRA sec. 326, establece el requisito de notificación a los 
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colindantes del proyecto de construcción de la torre de 

telecomunicaciones.3  Dicho Artículo dispone como sigue:  

Se le requiere a los proponentes de un proyecto 
para la ubicación o construcción de una torre de 
telecomunicaciones que, previo a la concesión de una 
autorización o permiso para la construcción de dicha 
torre por la agencia o ente gubernamental 
correspondiente, notifiquen a los colindantes de 
cualquier permiso u autorización solicitado ante 
dichas entidades gubernamentales para la ubicación o 
construcción de torres en las cuales se instalarán 
estaciones de transmisión de frecuencia radial 
“antenas” de carácter comercial y que se le requiera a 
los proponentes notificar a los colindantes en un 

radio de cien (100) metros en cualquier dirección 
tomando como centro la ubicación propuesta de la 
torre y que la misma incluya el nombre del 
proponente, relación del proyecto, ubicación exacta, 
número de caso ante la agencia y todo otro detalle que 
la Junta de Planificación, la Oficina de Gerencia de 
Permisos y los Municipios Autónomos con Jerarquía 
de la I a la V bajo reglamento entiendan necesario 
exigir.  
 
 … 
 

De igual forma, la Sección 41.1.8 del Reglamento Conjunto 

para la Evaluación y Expedición de Permisos Relacionados al 

Desarrollo y Uso de Terrenos, Reglamento núm. 8573 de 24 de 

marzo de 2015, establece los requisitos de aviso o notificación a 

dueños de propiedades colindantes, estos son: 

Sección 41.1.8 – Aviso o Notificación a Dueños 
de Propiedades 

a. El proponente de un proyecto para la 
instalación o ubicación de una torre o facilidades para 
la instalación o ubicación de una torre o facilidades de 
telecomunicaciones deberá notificar a los dueños de 
propiedades que radiquen dentro de una distancia 
radial de cine (100) metros tomando como centro la 

ubicación propuesta, dentro del término de diez (10) 
días a partir de la presentación. La notificación deberá 
ser mediante entrega personal o por correo 
certificado con acuse de recibo y deberá incluir la 
siguiente información: 

1.  Nombre del proponente 

                                                 
3 “La Asamblea Legislativa de Puerto Rico, también ha tomado conocimiento que 

la ciudadanía no cuenta con los recursos administrativos necesarios para 

oponerse a la aprobación de la ubicación y construcción de torres debido a que 

lo único que basta es que un ingeniero acreditado a desempeñar su práctica 

profesional en el país certifique el cumplimiento con el reglamento vigente al 
momento de la presentación de la solicitud de construcción. No se puede limitar, 

ni menoscabar el reclamo de personas y comunidades sobre la seguridad de sus 

propiedades y su salud personal por condiciones reglamentarias creadas por el 

propio Gobierno. Es por ello, que esta medida requiere de la notificación a 

colindantes antes de autorizarse el levantamiento de una de estas torres, 

de modo que se le dé la oportunidad a la ciudadanía de conocer sobre el asunto 
y acudir ante la Agencia, según el procedimiento administrativo dispuesto.” 

[Énfasis Nuestro]. Véase, Exposición de Motivos Ley núm. 89-2000.  
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2.  Naturaleza de la torre propuesta (usos 
particulares a los que se dedicará la torre) 

3. Ubicación exacta del proyecto propuesto  
4. Número del caso ante la agencia 
b. […]. 
c. […]. 
d. La parte promovente tendrá que cargar al 

sistema de la OGPe evidencia de dicha notificación 
dentro del mismo término, hasta tanto no se cargue 
esta información al sistema la solicitud no será 
evaluada. 

e. En caso de co-ubicaciones, siempre y 
cuando la torre tenga los correspondientes permisos 
de construcción y uso, no será necesaria la 
notificación a los dueños de propiedades. 

[Énfasis Nuestro] 

De la normativa antes reseñada podemos colegir que el 

proceso de solicitud de un permiso de construcción no es un 

proceso adversativo. En esta etapa, la responsabilidad del que 

solicita el permiso para con los colindantes es notificarle de su 

solicitud. Es decir, es un requisito que se debe evidenciar ante la 

OGPe para que entonces pueda ser evaluada la solicitud.  

E. 

La Ley núm. 161-2009, conocida como la Ley para la 

Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico, según 

enmendada, 23 LPRA sec.9011 et seq., se aprobó con el fin de 

establecer el marco legal y administrativo que regiría en la 

solicitud, evaluación, concesión y denegación de permisos de 

construcción que inciden en el desarrollo económico del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico. Mediante dicha ley, se creó la OGPe, 

las figuras del Profesional Autorizado y del Inspector Autorizado, 

de los Gerentes de Permisos, de los Representantes de Servicios y 

los Oficiales de Permisos, la Oficina del Inspector General de 

Permisos, la Junta Adjudicativa y la Junta Revisora.    

Posteriormente, la Ley núm. 161-2009 fue enmendada por la 

Ley núm. 151-2013 con el propósito, entre otros,  de reestructurar 

la OGPe y así cumplir con la meta de agilizar los procedimientos en 

el trámite de concesión y denegación de permisos, pero en 

particular, garantizar y propiciar la participación ciudadana y el 
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acceso a los foros adjudicativos. Por ello, se eliminó la Junta 

Revisora (foro adjudicativo adicional como paso previo a solicitar 

revisión ante los tribunales)  y se restituyó la aplicación de la Ley 

de Procedimientos Administrativos Uniformes (LPAU), en la 

revisión de la evaluación, el otorgamiento o la denegación de 

determinaciones finales y permisos, recomendaciones, 

certificaciones, licencias, certificados o cualquier otra autorización 

similar otorgada por la OGPe, los Municipios Autónomos con 

Jerarquía de la I a la V, los Profesionales Autorizados e Inspectores 

Autorizados.    

De conformidad con lo anterior y el Art. 2.8 de la Ley núm. 

161-2009, el 24 de marzo de 2014 se aprobó el Reglamento núm. 

8457, también conocido como el Reglamento de Procedimientos 

Adjudicativos de la División de Reconsideración de 

Determinaciones Finales (Reglamento 8457). Dicho reglamento 

establece las reglas que regirán los procedimientos relacionados 

con la radicación, trámite y adjudicación de las reconsideraciones 

presentadas ante la consideración de la División de 

Reconsideración de las Determinaciones Finales de la OGPe, de 

conformidad a lo establecido en la Ley núm. 161-2009, según 

enmendada.     

En su Artículo 9.10 la Ley núm. 161-2009, 23 LPRA sec. 

9019i, dispone:   

Se presume la corrección y la legalidad de las 
determinaciones finales y de los permisos expedidos 
por la Oficina de Gerencia de Permisos, por el 
Municipio Autónomo con Jerarquía de la I a la V y por 
los profesionales autorizados. No obstante, cuando 
medie fraude, dolo, engaño, extorsión, soborno o la 
comisión de algún otro delito en el otorgamiento o 
denegación de la determinación final o del permiso, o 
en aquellos casos en que la estructura represente un 
riesgo a la salud o la seguridad, a condiciones 
ambientales o arqueológicas, la determinación final 
emitida y el permiso otorgado por la Oficina de 
Gerencia de Permisos, por el Municipio Autónomo con 
Jerarquía de la I a la V o por el profesional autorizado, 
deberá ser revocado. La estructura se podrá modificar, 
conservar o demoler, solo después de que un tribunal 
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competente así lo determine y siguiendo con el 
procedimiento judicial establecido en las secs. 9024 a 
9024e de este título, además de cumplir con el debido 
proceso de ley.  

 
Además, se dispone que bajo ninguna 

circunstancia, una determinación final será 
suspendida, sin mediar una autorización o mandato 
judicial de un tribunal competente o el foro 
correspondiente, en estricto cumplimiento con el 
debido proceso de ley. Las disposiciones de esta 
sección no crearán un precedente reclamable por 
terceros ajenos a la propiedad objeto del permiso. 
Entendiéndose que, sujeto a lo dispuesto en este 
capítulo, una determinación final se considerará final 
y firme, o un permiso, y no podrá ser impugnado una 
vez el solicitante haya cumplido con todos los 
requisitos establecidos en la notificación de 
determinación final y haya transcurrido el término de 
veinte (20) días sin que una parte adversamente 
afectada por la notificación haya presentado un 
recurso de revisión o un proceso de revisión 
administrativa, así como haya transcurrido el término 
de treinta (30) días para solicitar revisión judicial. No 
obstante, la parte adversamente afectada por una 
determinación final, podrá ser revisada sujeto a lo 
establecido en este capítulo.  

 
De igual manera, tales permisos deberán ser 

sostenidos en su legalidad y corrección por las 
entidades gubernamentales concernidas frente a 
ataques de terceros. Cuando medie fraude, dolo, 
engaño, extorsión, soborno, o la comisión de algún 
delito en el otorgamiento del permiso, o en aquellos 
casos en que la estructura represente un riesgo a la 
salud, la seguridad, a condiciones ambientales o 
arqueológicas, y sujeto a lo dispuesto en este capítulo, 
el permiso otorgado por la Oficina de Gerencia, por el 
Municipio Autónomo con Jerarquía de la I a la V o por 
el profesional autorizado, deberá ser revocado. La obra 
deberá ser modificada, conservada o demolida, solo 
después de que el foro administrativo o judicial 
competente así lo determine y siguiendo con el 
procedimiento judicial establecido en las secs. 9024 a 
9024e de este título, además de cumplir con el debido 
proceso de ley. 

 

El Artículo 14.1, 23 LPRA sec. 9024, al que hace referencia el 

artículo anterior, dispone:  

Si alguna agencia, dependencia o 
instrumentalidad del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico en representación del interés público, o una 
persona privada, natural o jurídica, que tenga o no 
interés propietario o que sea colindante, propietaria u 
ocupante de una propiedad vecina, a la cual su 
interés personal se vea adversa o sustancialmente 
afectado, podrá presentar una querella alegando 
una violación de ley o reglamento ante la de 
Gerencia de Permisos, o presentar un recurso de 
interdicto, mandamus, nulidad o cualquier otra 
acción adecuada ante el foro judicial 
correspondiente.  
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En aquellos casos en que la propiedad en 
controversia esté ubicada en un Municipio Autónomo 
con Jerarquía de la I a la V, la querella deberá ser 
presentada ante dicho municipio. En el caso en el cual 
la propiedad ubique en más de un municipio, la 
querella deberá ser presentada en el municipio que 
haya otorgado el permiso. [Énfasis Nuestro] 

  

Por otra parte, el Artículo 14.2 de dicha ley, 23 LPRA sec. 

9024a, establece el Procedimiento Judicial para solicitar la 

revocación de permisos o paralización de obras o de uso. Dicho 

artículo dispone: 

En aquellos casos, en respuesta a una querella 
tal como la que se describe en la sec. 9024 de este 
título, el Director Ejecutivo tendrá quince (15) días 
laborables para investigar la misma. Si el Director 
Ejecutivo luego de hacer la investigación 
correspondiente, decide ejercer sus facultades 
reconocidas en este capítulo, podrá solicitar la 
revocación del permiso, la paralización de la obra de 
construcción o la paralización de un alegado uso no 
autorizado por la Oficina de Gerencia de Permisos, el 
profesional autorizado o los Municipios Autónomos 
con Jerarquía de la I a la V, siempre que no esté en 
conflicto con la sec. 9012b-5 de este título, para lo 
cual deberá acudir ante el Tribunal de Primera 
Instancia para obtener una orden judicial a esos 
efectos. No obstante, si el Director Ejecutivo no 
actúa en el término de quince (15) días laborables 
aquí dispuesto, el querellante podrá acudir al 
Tribunal de Primera Instancia a solicitar los 
remedios antes mencionados. En cualquier caso, el 
Tribunal de Primera Instancia deberá celebrar vista 
dentro de un término no mayor de diez (10) días 
naturales de presentado el recurso y previo a conceder 
los remedios solicitados, además, deberá dictar 
sentencia en un término no mayor de veinte (20) días 
naturales desde la presentación de la demanda. 
[Enfasis Nuestro] 

 

Por último, el Artículo 13.1 de la Ley núm. 161-2009, 23 

LPRA sec. 9023, dispone que:  

Cualquier parte adversamente afectada por una 
resolución de la Oficina de Gerencia de Permisos 
tendrá treinta (30) días naturales para presentar su 
recurso de revisión de decisión administrativa ante el 
Tribunal de Apelaciones. El término aquí dispuesto es 
de carácter jurisdiccional. Si el Tribunal de 
Apelaciones así lo solicita, la Oficina de Gerencia de 
Permisos elevará al Tribunal de Apelaciones los autos 
del caso, dentro de los diez (10) días naturales 
siguientes a la presentación del recurso. 

 

III. 

Alegan los apelantes en su recurso que el TPI erró al 

desestimar la demanda sin celebrar vista evidenciaría y declararse 
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sin jurisdicción, al indicar que estos no habían agotado remedios 

administrativos, conforme al Artículo 13.1 de la Ley núm. 161 - 

2009, expresando que esta disposición concede un término 

jurisdiccional para acudir al tribunal apelativo de resoluciones 

emitidas por al OGPe. Al estar los errores relacionados entre sí, los 

discutiremos en conjunto.  

Se desprende de la Sentencia apelada que el TPI fundamentó 

su decisión en dos aspectos: 1) en que las partes apelantes no 

agotaron el trámite administrativo al no acudir a este foro a 

impugnar el permiso otorgado por OGPe, ni acudieron  para 

impugnar la determinación de archivo en cuanto a la querella 

instada; y 2) al no existir evidencia de un daño inminente sobre las 

partes no se activó la excepción que provee la Ley núm. 161 para 

cuestionar los permisos finales expedidos por la OGPe. Ante estos 

fundamentos, el TPI se declaró sin jurisdicción.  

Como surge del Artículo 8 de la Ley núm. 89-2000 y de la 

Sección 41.1.8 del Reglamento núm. 8573, el requisito de aviso o 

notificación a dueños de propiedades colindantes que pudieran 

verse afectados durante el proceso de solicitud de permiso de 

construcción no convierte dicho proceso en uno adversativo. Por 

ello, la otorgación del permiso no se trata de una determinación 

final en cuanto a que en dicha etapa la OGPe no está obligada a 

celebrar vistas adjudicativas. Una vez la OGPe expide y notifica el 

permiso de construcción, entonces se inicia el proceso adversativo. 

Incluso, es importante destacar que la Ley núm. 161-2009 no 

dispone para la notificación de la autorización. En otras palabras, 

la etapa de evaluación no constituye una determinación final, por 

lo que no puede ser objeto de un proceso adversativo. Por lo tanto, 

erró el TPI al concluir que los apelantes tenían que acudir ante este 

foro apelativo para impugnar la expedición del permiso otorgado a 
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QMC bajo el trámite de revisión judicial de las decisiones 

adjudicativas finales de las agencias.   

 Ahora bien, el Artículo 14.1, antes citado, dispone para que 

colindantes, propietarios u ocupantes de una propiedad vecina, a 

la cual su interés personal se vea adversa o sustancialmente 

afectado, podrá presentar una querella ante la OGPe  o presentar 

un recurso de interdicto, mandamus, nulidad o cualquier otra 

acción adecuada ante el foro judicial correspondiente.  

 En cuanto a la presentación de la querella ante la OGPe, 

surge de la Sentencia apelada que la misma se presentó el 24 de 

junio (caso núm. 2015-SRQ-083773) y que la misma se archivó el 

13 de octubre de 2015.4 Sin embargo, observamos del alegato 

presentado por la OGPe que la querella no fue presentada por los 

aquí apelantes.5 En consecuencia, los aquí apelantes no podían 

recurrir de una determinación en la cual no eran partes. De igual 

manera, lo mismo surge del alegato en oposición presentado por 

QMC, al indicar que no hubo querella por incumplimiento con el 

reglamento aplicable. En consecuencia, los aquí apelantes no 

tenían que agotar ningún trámite administrativo relacionado con la 

querella de la cual no eran parte, e incluso por disposición de ley 

estos no tenían necesariamente que presentar querella alguna ante 

la OGPe. Por el contrario, los aquí apelantes optaron por presentar 

ante el TPI una demanda de interdicto preliminar, permanente, y 

Sentencia Declaratoria conforme dispone el Artículo 14.1, antes 

citado. En consecuencia, no aplica la doctrina de agotamiento de 

procedimientos administrativos, por no existir trámite alguno 

instado por los apelantes ante la agencia.  

  Por otra parte, aun cuando determináramos que 

efectivamente los apelantes presentaron una querella ante la 

                                                 
4 Los referidos documentos no fueron incluidos en los apéndices presentados 
por las partes.  
5 Véase Alegato en Oposición de OGPe, pág. 17.  



 
 

 
KLAN201600569    

 

21 

OGPe, estos tampoco tendrían que agotar el trámite administrativo 

ante dicha agencia. Como surge de las disposiciones antes citadas 

el Artículo 14.2 de la Ley de Permisos, supra, dispone claramente 

que el Director Ejecutivo tendrá quince (15) días laborables para 

investigar la querella. Si el Director Ejecutivo no actúa en el 

término de quince (15) días laborables, el querellante podrá acudir 

al TPI a solicitar los remedios. Por lo tanto, habiéndose presentado 

la querella, el 24 de junio de 2015 el Director Ejecutivo tenía hasta 

el 9 de julio de 2015 para atender la misma. Al no hacerlo, los aquí 

apelantes podían presentar su recurso ante el TPI, lo cual 

efectivamente realizaron al presentar su demanda el 5 de octubre 

de 2015. Además, es importante destacar que al momento en que 

se decretó el archivo de la querella era la agencia quien estaba 

privada de ejercer jurisdicción.  

 En conclusión, al no existir un procedimiento adversativo 

ante la OGPe, por parte de los aquí apelantes, no es posible aplicar 

la doctrina de agotamiento de trámite administrativo. Tampoco 

surge de los autos que la OGPe hubiese dictado una determinación 

final sobre la cual las partes tuvieran que acudir en revisión 

judicial en el término de 30 días, conforme dispone el Artículo 13.1 

de la Ley de Permisos, 23 LPRA sec. 9023. La Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), 3 LPRA sec. 2101, et seq., 

delimita la revisión judicial de las decisiones de las agencias 

administrativas a sus órdenes y resoluciones finales. Véase, 3 

LPRA sec. 2172.  

 En cuanto el segundo fundamento del TPI, como ya 

expresamos, este resolvió que al no existir evidencia de un daño 

inminente sobre las partes no se activaba la excepción que provee 

el Artículo 9.10 de la Ley núm. 161-2009, supra, para cuestionar 
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los permisos finales expedidos por la OGPe.6 Dicha disposición 

establece que se presume la corrección y legalidad de las 

determinaciones finales y de los permisos expedidos por la OGPe y 

que los mismos podrán ser revocados, en lo aquí pertinente, en 

aquellos casos en que la estructura represente un riesgo a la salud 

o la seguridad, a condiciones ambientales o arqueológicas. Erró el 

TPI al así concluir.  

 Conforme surge de las disposiciones antes citadas, luego de 

hacer la investigación correspondiente, la OGPe o un Municipio, 

según sea el caso, puede ejercer sus facultades al amparo del 

Capítulo X de la Ley 161-2009, y solicitar la revocación del 

permiso, la paralización de la obra de construcción o la 

paralización de un alegado uso no autorizado. Para ello, la OGPe o 

el Municipio, según sea el caso, deberá acudir ante el TPI para 

obtener una orden judicial a esos efectos. Sin embargo, en caso de 

que la agencia o el Municipio no acuda al TPI dentro del término de 

quince (15) días laborables, la Ley 161-2009 provee para que el 

propio querellante pueda acudir ante el foro judicial a solicitar los 

remedios antes mencionados.7 En el presente caso, acuden ante el 

TPI los colindantes o vecinos afectados por la torre construida al 

amparo del Artículo 14.1, supra.  

 De otra parte, en la Sentencia apelada el TPI consignó 

nuevamente que en la vista celebrada el 15 de octubre de 2015, y 

que según “lo manifestado por las partes”,8 no se evidenció un 

daño inminente sobre las partes, por lo que, la excepción para 

cuestionar los permisos finales expedidos por la OGPe no se 

pueden invocar. En consecuencia, el TPI concluyó que no era 

                                                 
6 El TPI en la Sentencia no dispone el artículo en específico colegimos que hace 
referencia al Artículo 9.10, supra.  
7 Véase a manera persuasiva lo resuelto en Municipio de San Juan v. Rosado 
Vázquez y otros KLAN201400295 y en Marrero v. Alsina Miranda, 

KLAN201300726. 
8 El TPI no consignó en su Sentencia cuales fueron las manifestaciones 
realizadas por las partes ni quien las manifestó.  
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aplicable el Artículo 9.10 de la Ley núm. 161-2009. Sin embargo, 

la vista fue señalada para atender la solicitud de interdicto. Como 

ya indicamos, en nuestro ordenamiento jurídico se reconocen dos 

clases de injunction o interdictos, a saber, el permanente y el 

preliminar. Por lo tanto, a pesar de que el TPI en su Sentencia no 

lo consigna, la vista el 15 de octubre de 2015 era para atender el 

interdicto preliminar, ya que no surge orden alguna del TPI 

consolidando las dos vistas. Además, y como también ya 

señalamos, los factores a evaluar para la determinación de si 

procede el interdicto preliminar son distintos al elemento que 

surge del Artículo 9.10 de la Ley núm. 161-2009, a saber, que la 

estructura (en este caso la torre) represente un riesgo a la salud o 

la seguridad, o a condiciones ambientales o arqueológicas. Por lo 

tanto, erró el TPI al desestimar el interdicto mediante la Sentencia 

Parcial dictada el 1 de diciembre, la cual además tampoco cumple 

con el requisito de la Regla 43.5 de Procedimiento Civil. 

En resumen, erró el TPI al desestimar el presente pleito en 

su totalidad y al declararse sin jurisdicción aplicando 

incorrectamente la doctrina de agotamiento de procedimientos 

administrativos ante las agencias. En su Sentencia el TPI obvió los 

procedimientos establecidos en el Artículo 14.1, antes citado, los 

cuales sin duda alguna le conceden a dicho foro jurisdicción para 

atender la demanda de epígrafe.  

 Por último, como ya indicamos, al evaluar una moción de 

desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 

supra, el juez o jueza deberá tomar como ciertos los hechos bien 

alegados en la demanda. Si de la demanda surgen hechos 

suficientes, que de probarse ciertos confieren jurisdicción al 

tribunal, entonces no procede la desestimación. Entre las 

alegaciones presentadas por los apelantes en la demanda surge 

que QMW no notificó a los residentes que ubican dentro del radio 
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de cien metros cuadrados (100 mts).9 Como ya señalamos dicho 

requisito fue considerado por nuestra legislatura como uno de 

interés público para salvaguardar los intereses de nuestra 

ciudadanía.  

También alegaron que la torre fue construida en una 

ubicación distinta a la autorizada por la OGPe.10 Por tanto, de 

tomar estos hechos como ciertos, el TPI tiene jurisdicción para 

atender la acción de Sentencia Declaratoria y de Interdicto 

presentada por los apelantes y sus alegaciones, ya que de ser 

probadas demostrarían un craso incumplimiento con los 

procedimientos establecidos en la Ley núm. 89-2000. En 

consecuencia, el TPI abusó de su discreción al desestimar el 

interdicto sin la celebración de una vista evidenciaría y al 

desestimar la Sentencia Declaratoria por falta de jurisdicción.11  

 Por lo antes indicado, resolvemos que los errores indicados 

se cometieron y procede dejar sin efecto todo lo actuado por el TPI. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, se revoca en 

su totalidad lo consignado por el TPI en la sentencia apelada y se 

devuelve el caso a dicho foro de instancia para la continuación de 

los procedimientos, conforme lo aquí dispuesto.   

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
9 Véase Apéndice del Recurso, pág. 2;  Alegación 13 de la demanda.  
10 Véase Apéndice del Recurso, pág. 2;  Alegaciones 25, 26, y27 de la demanda. 
11 Véase Regla 59.1 a 59.5 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 59.1  a 

59.5. 


